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Resumen 

 

La trata de menores con fines de explotación sexual es considerada como la 

esclavitud del siglo XXI. La conducta propiamente dicha,  dependiendo de hechos 

concretos, puede llegar a afectar de manera específica la totalidad de los derechos 

contenidos en la Convención Americana de Derechos Humanos. El objetivo del artículo 

es presentar y analizar el origen y evolución de la conducta de trata de menores, que a 

partir de los desarrollos jurisprudenciales del Sistema Interamericano, permiten la 

consolidación de un tipo de responsabilidad reforzada y de un carácter obligatorio para 

los Estados de dar inicio a las investigaciones incluso de manera oficiosa. Es una 

investigación socio jurídica, con un tipo de estudio explicativo e histórico a la vez que 

utiliza el método dialéctico para observar el cambio a través del tiempo; se utilizan 

fuentes tanto primarias como secundarias, especialmente documentos escritos – casos 

ante la Corte Interamericana- aplicando técnicas de producción de información como la 

revisión documental y la observación directa. Se concluye que la responsabilidad 

internacional de los Estados aparece como resultado de los siguientes supuestos a) 

respeto y garantía de los derechos contenidos en la Convención Americana; b) Cuando 

existe el contexto, de la prueba de contexto; b) Cuando no existe el contexto, de la 

demostración de producción de daños y perjuicios de los menores. Finalmente, se 

desarrolla el concepto de víctimas en el Sistema Interamericano para establecer su 

aplicación frente al fenómeno sociológico de la trata de menores.   
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Palabras clave: Corte Interamericana, Víctimas, Trata de Personas, Convención 

Americana y Jurisprudencia. 

 

Abstract 

The trafficking of children for sexual exploitation is considered the XXI century 

slavery. Proper behavior, depending on facts, can specifically affect all the rights 

contained in the American Convention on Human Rights. The aim of this paper is to 

present and analyze the origin and evolution of the behavior of child trafficking, that 

from jurisprudential developments of the inter-enable the consolidation of a reinforced 

liability and compulsory for States to give initiate investigations even informally. 

Research is a legal partner with a kind of explanatory and historical study while using 

the dialectical method to observe the change over time and are used both primary and 

secondary sources, especially written documents - cases before the Inter-applying 

information production techniques such as document review and direct observation. We 

conclude that the international responsibility of states appears as a result of the 

following cases a) respect and guarantee the rights contained in the American 

Convention b) When there is context, context test b) When there is no context, 

demonstration of production damages of minors. Finally, we develop the concept of 

victims in the Inter to set your application against the sociological phenomenon of child 

trafficking. 

 

Key Words: Inter-american hard court, victims, trafficking in Persons, American 

Convention and jurisprudence. 
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INTRODUCCIÓN 

 

Contexto del artículo 

 

En la dinámica que se presenta al interior del derecho internacional público, los 

sujetos de la comunidad internacional progresivamente han producido diferentes 

instrumentos  con un enfoque en común: la prevención de la trata y de protección de 

las personas objeto de la misma. Este enfoque se ve reforzado cuando dicha conducta 

tiene como víctima a menores de edad.  

 

De este modo, los progresos anotados han alcanzado madures en instrumentos 

tales como el  Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, 

especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones 

Unidas; el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo 

a la venta de niños, la prostitución infantil y la pornografía infantil; la Relatoría especial 

sobre la trata de personas, especialmente las mujeres y los niños; la Convención 

suplementaria sobre la abolición de la esclavitud, la trata de esclavos y las instituciones 

y prácticas análogas a la esclavitud; y el Convenio para la represión de la trata de 

personas y de la explotación de la prostitución ajena.  

 

A su vez, dichos instrumentos se han venido interpretando con una perspectiva de 

derechos humanos, que busca servir e influenciar las leyes y políticas de los Estados. 

En dicha interpretación los derechos contenidos en las disposiciones señaladas 

alcanzan dimensiones mayores en términos de protección cuando se analizan junto a 

otros instrumento tales como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Convención 

contra la Tortura; la Convención contra la Discriminación contra la Mujer; la Convención 

sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; la Convención 

sobre los Derechos del Niño; la Convención sobre la protección de los derechos de 

todos los trabajadores migratorios y de sus familiares; la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad; la Declaración de Viena sobre la 
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Delincuencia y la Justicia; los Convenios N º 29 y N º 105 sobre el trabajo forzoso u 

obligatorio, Convenio 182 sobre las peores formas de trabajo infantil y el Convenio No. 

143 de la OIT sobre las migraciones en condiciones abusivas y la promoción de la 

igualdad de oportunidades y de trato de los trabajadores migrantes; y finalmente 

diferentes Convenciones Regionales y Conferencias Hemisféricas en la materia.  

 

De éste cuerpo de derecho2, emanan las obligaciones internacionales para los 

Estados frente al hecho ilícito de la trata de menores con fines de explotación sexual. 

Sin embargo, el deber de prevenir y/o proteger a toda persona, como es el caso de los 

menores, en su integridad choca con la idea, según la cual, se ha alcanzado la 

madures en la promulgación de normas positivas quedando el reto para los nuevos 

gobiernos de materializarlas mismas por medio de acciones de carácter positivo y que 

permitan el empoderamiento en derechos por parte del individuo. 

 

Ahora bien, actualmente la mayor amenaza desde el punto vista de prevención o 

de persecución de la trata de menores con fines de explotación sexual es precisamente 

la connotación de esta conducta delictiva como crimen organizado a escala 

internacional. Dicha connotación trae consigo una mayor dificultad en términos de 

judicialización como consecuencia de la especialización y mayor modernización en las 

redes que cooperan en la mencionada conducta ilícita. 

 

Desde este enfoque, y aunque no se puede llegar a determinar un catálogo exacto 

de los procedimientos llevados a cabo por parte de dichas organizaciones, si al menos 

se pueden identificar algunos elementos estructurales en la conducta que por su 

naturaleza agrupan varias conductas delictivas y que finalmente vulnerando a su vez 

varios derechos. La trata de menores con fines de explotación sexual vulnera varios 

derechos de los niños, lo cual se aborda en el presente artículo para determinar cuáles 

derechos y en qué medida se puede graduar la responsabilidad frente a los Estados.  

                                                           
2
 Se hace referencia al corpus iuris de protección internacional. Figura jurídica formada por un conjunto de 

instrumentos internacionales de contenido y efectos jurídicos distintos. La Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, en casos como Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay, ha utilizado esta figura jurídica para 
establecer un alcance más amplio en el estándar de protección de los derechos humanos. 
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Al respecto, se debe anotar como éste crimen organizado somete a los menores  

rompiendo su resistencia y sometiéndolo a actos degradantes, como son: la 

prostitución, la utilización para material pornográfico, la utilización en espectáculos 

sexuales públicos o privados por nombrar algunos de ellos (Retana, 2011). Resulta de 

mayor interés para los Estados proteger a todos los menores sujetos a su jurisdicción. 

La inobservancia de esta obligación internacionalmente adquirida podría llegar 

constituirse en un hecho internacionalmente atribuible al mismo Estado3.  

 

Desde esta perspectiva, debe observarse a la trata de menores como un fenómeno 

sociológico que afecta a la personas en su integridad física, psíquica o moral al punto 

de poderse considerar como una forma de esclavitud  en pleno siglo XXI4. En este 

sentido, y para Carol Bellany, ex Directora Ejecutiva del Fondo de Naciones Unidas 

para la Infancia (UNICEF),“por medio de redes de crimen organizado los niños y niñas 

son considerados productos de cambio, cuyo beneficio se deriva de venderlos para que 

trabajen como siervos o de manera forzada. La trata de menores es, hoy por hoy, parte 

de un comercio inhumano y criminal” (UNICEF, 2003). 

 

Por su parte, La Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), a la 

fecha de entrega del presente artículo, no se ha pronunciado en razón de su función 

contenciosa respecto de la trata de menores.  

 

  

                                                           
3
 El problema actualmente de la trata con fines de explotación sexual, no se agota con la expedición formal de 

normas para sancionarla. Aún con la existencia de éstas,  la problemática  persiste y lejos de retroceder, cada día 
aumenta el número de personas víctimas de esta delincuencia.   
4
 Se debe advertir que, el esclavismo como ideología de sustento en donde únicamente el estado del esclavo se da 

dentro de un régimen económico-social en el que un hombre llega a ser propiedad personal de otro y que se fuese 
utilizada desde la antigüedad, como en el caso del imperio griego y el imperio romano, inclusive recientemente en el 
denominado encuentro de los mundos, ha desaparecido de la práctica humana. Sin embargo y para el presente 
artículo se centra la atención en la esclavitud que no es lo mismo que el esclavismo. La esclavitud se puede 
entender como una manifestación de poder del hombre con respecto a otros que considera no iguales a él dentro de 
su propia cultura y que sigue presentándose actualmente como práctica económica ilegal. Esta actividad de 
esclavitud se relaciona con la explotación de cualidades, capacidades, sentimientos y/o circunstancias, se 
caracteriza por la forma de someter a trabajos forzados y de privar de la capacidad de autodeterminación a sus 
víctimas. [En línea, 2013] (Wikipedia, 2012). Al respecto consultar: Antropología Cultural [En Línea, 2011] (Harris, 
2011); y Esclavitud y Esclavismo Durante la Nueva España [En Línea, 2006] (Hurtado, 2006).  
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Problemática a desarrollar en el artículo 

 

La pregunta de investigación se puede formular de la siguiente manera:  ¿Es 

necesario el agotamiento de los recursos internos en el Sistema Interamericano; en 

tratándose de menores víctimas de estas reprochables conductas? y si es así, ¿Cuáles 

son los derechos afectados que deben alegarse a la luz de la Convención Americana 

de Derechos Humanos?  

 

El objetivo del artículo es presentar la evolución y desarrollo en los diferentes 

derechos reconocidos en la Convención Americana, ya sea frente a la conducta ilícita 

de la trata de menores con fines de explotación sexual o al requisito de agotamiento de 

recursos internos exigidos en sede de admisibilidad de la demanda. Para el logro del 

objetivo se emplea una metodología cualitativa, con un tipo de estudio explicativo, una 

forma de investigación socio-jurídica y técnicas de revisión documental. 

 

 

1. CONTEXTO DE LA TRATA DE MENORES CON FINES DE EXPLOTACIÓN 

SEXUAL 

 

En la actualidad, el fenómeno sociológico de la trata de personas visto desde un 

enfoque jurídico como conducta ilícita, ha ingresado a la categoría jurídica del ius 

cogens. La cual consiste en la imposibilidad para los Estados de excusarse o tolerar la 

práctica de la misma. El sujeto frente a esta conducta tiene el derecho a no padecerla y 

el Estado observa un cumplimiento forzoso de la norma jurídica y no puede darse por 

no obligado frente a un derecho de esta magnitud (Gómez, 2005). 

 

Téngase presente que la trata de personas ha sido considerada como esclavitud5. Así 

lo ha entendido la Embajada de los Estados Unidos de América Bogotá – Colombia, al 

señalar:  

                                                           
5
 En éste sentido, Párrafo 5 de la Declaración del Primer Congreso de Estocolmo contra la Explotación Sexual Comercial Infantil, 

28 de agosto de 1996. 
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“El fenómeno de la trata de personas afecta prácticamente a todos los países, 

incluso a los Estados Unidos.  Al reconocer la propia lucha de este país contra 

la esclavitud de la era moderna y las prácticas relacionadas con esta 

última…"(Clinton, 2009).  

 

El Programa Internacional para la Erradicación del Trabajo Infantil (IPEC) de la 

Organización Internacional del Trabajo, define la explotación sexual comercial como: 

 “la  utilización de niños, niñas y adolescentes para actividades sexuales, a 

cambio de una retribución, ya sea económica o de cualquier otro tipo”(OIT/IPEC, 

2005).  

 

Según la misma Organización Internacional del Trabajo (OIT) esta actividad ilegal 

produce alrededor de USD 32 billones como ganancias ilícitas, de los cuales estima 

que, el 67 % se deriva de la industria del sexo(Agencia de la ONU para los Refugiados, 

2011).  

 

En la actualidad, son proporcionalmente mínimas las condenas impuestas por la 

conducta delictiva de la trata de personas. Para el año de 2009 el Departamento de 

Estado de los EE.UU. había reunió estadísticas sobre el número total de procesos y 

condenas sobre la trata en todo el mundo, señalando que en el 2009 se produjeron 

5.212 procesos y 3.427 condenas, cifras relativamente insignificantes (Departamento 

de Estado de los EE.UU, 2009).  

 

Para el mes de junio de 2012, el mismo Departamento de Estado de los EE.UU 

(Departamento de Estado) se dio a la tarea de actualizar los datos referentes al número 

de proceso y condenas que se producen frente  a la conducta de trata de personas. 

Tomando en consideración el informe presentado por parte de la OIT en el mes de 

junio del año 2012, señaló que se calcula que la esclavitud moderna cobra unos 20,9 

millones de víctimas, de los cuales el cincuenta y cinco por ciento (55%) de las víctimas 

de trabajo forzado son mujeres y niñas, al igual que el noventa y ocho por ciento (98%) 
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de las víctimas de trata por comercio sexual (Departamento de Estado de los EE.UU, 

2009). 

 

En el marco de la Ley de Reautorización de Protección de Víctimas de la Trata 

(TVPRA) de 2003, se ha recogido por parte del Departamento de Estado los siguientes 

datos: 

 
AÑO 

 
ENJUICIAMIENTOS 

 
CONDENAS 

 
VÍCTIMAS 

IDENTIFICADAS 

 
LEYES NUEVAS 
O ENMENDADAS 

2004 6.885 3.026   

2005 6.178 4.379  40 

2006 5.808 3.160  21 

2007 5.682 (490) 3.427 (326)  28 

2008 5.212 (312) 2.983 (104) 30.961 26 

2009 5.606 (432) 4.166 (335) 49.105 33 

2010 6.017 (607) 3.619 (237) 33.113 17 

2011 7.909 (456) 3.969 (278) 42.291 (15.205) 15 
Fuente: (Departamento de Estado de los EE.UU, 2009) 

 

Es extremadamente difícil evaluar el alcance de la trata de personas a nivel 

mundial debido a la naturaleza clandestina de este crimen(Agencia de la ONU para los 

Refugiados, 2011). Aunque se presenta una constante creciente de enjuiciamientos en 

los cuatro últimos años analizados, la creciente mostrada en los dos últimos años 

analizados respecto del número de víctimas pone en entre dicho la efectividad real de 

las actuales políticas para sancionar, como mecanismos ejemplarizante, que 

actualmente se adelantan. Se debe buscar medidas complementarias.  

 

Según la Oficina de la ONU Contra la Droga y el Delito, ésta clase la delincuencia 

organizada acude a diferentes maniobras persuasivas, como son:  

a) El engaño, incluyendo ofertas de empleo en el extranjero que resultan en 

prostitución forzada, o falacias sobre las posibles sanciones legales que 

recibiría la víctima por parte de las autoridades de inmigración si se 

enterarán de su presencia en el país;  
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b) El uso de la violencia o la amenaza de violencia contra la víctima o los 

familiares de la víctima;  

c) El uso de la servidumbre por deudas, por ejemplo, cobrándole a la víctima 

el transporte, la alimentación y los gastos de alojamiento; y 

d) El uso de creencias religiosas, incluyendo la brujería y el vudú, o el 

suministro de drogas fármaco dependientes para mantener el control sobre 

la víctima. (ONU, 2009). 

 

Son estos factores los que se constituyen la complejidad del asunto puesto que 

retrasan, impiden, confunden o engañan la apreciación de la debida diligencia en los 

Estados, en términos de prevención y posible graduación o atribución de 

responsabilidad. Identificar las redes a pequeña y gran escala demanda no solamente 

legislaciones reforzadas, sino que también reclama gran compromiso por parte de la 

familia, la sociedad y el mismo Estado.  

 

 

2. ESTUDIO DE LA TRATA DE MENORES EN MARCO DEL SISTEMA 

INTERAMERICANO 

 

 

2.1 Precedentes aplicables al hecho internacionalmente ilícito de la trata de 

menores 

 

Téngase presente en primer lugar que, la Corte IDH hasta el día de hoy no se ha 

pronunciado en razón de su función contenciosa respecto de una situación en concreto 

de trata de personas. Lo anterior probablemente por qué la misma Corte IDH encuentra 

un limitante en lo pertinente a ejercer dicha facultad contenciosa, puesto que la 

tipificación propiamente dicha del delito internacional de la trata de personas está dada 

en diferentes instrumentos internacionales que no le otorgan dicha competencia. 
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Sin embargo, podemos establecer que dicha conducta delictiva, que afecta de 

manera general a toda la comunidad internacional y de manera individual a una 

persona o individuo, vulnera derechos reconocidos. Examinarla mencionada 

vulneración a la luz de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (La 

Convención) si le está dado a la Corte IDH. La Corte no puede declarar responsable a 

un Estado por el ilícito de la trata; más si puede, llegar a graduar el grado 

responsabilidad del mismo Estado por hechos que vulneren derechos protegidos por la 

Convención.  

 

 

2.1.1 La trata de personas vulnera el derecho a la integridad personal reconocido 

en el artículo 5 de la Convención Americana 

El artículo 5.1 de la Convención consagra el derecho de toda persona a que se 

respete su integridad física, síquica y moral. Al respecto, la Corte IDH ha señalado que 

su infracción es una clase de violación que tiene diversas connotaciones de grado y 

que abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos crueles, inhumanos o 

degradantes, cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad según los 

factores endógenos y exógenos que deberán ser demostrados en cada situación 

concreta(Caso Loayza Tamayo Vs. Perú, 1997).  

 

La trata de personas al romper la resistencia de sus víctimas y someterla de 

vejámenes alejados de la dignidad del individuo vulnera la integridad física, síquica y 

moral. Al respecto puede indicarse lo señalado por un sobreviviente de trata laboral, en 

una declaración presentada ante un juez de sentencia: 

 

“No me permitían ir a ninguna parte, nos tenían encerrados. No nos 

encerraban en la casa, nos encerraban en nuestra habitación. Los tres en 

una habitación de un tamaño insuficiente para una sola persona… Supongo 

que nos alquilaron o nos obtuvieron o nos compraron. No entiendo lo que 

pasó. Nos ejecutaron física, mental y emocionalmente durante los ocho 

meses que estuve ahí. Todavía tengo miedo, qué va a pasar si me 
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encuentran, o cuando salgan de la cárcel. No puedo vivir ese terror otra vez, 

lo que viví cuando estuve con ellos” (Departamento de Estado de los EE.UU, 

2009). 

 

2.1.2 La trata de personas vulnera la prohibición de esclavitud y el derecho a la 

libertad personal reconocidos en los artículos 6 y 7 de la Convención Americana 

Refiriéndose a la prohibición de esclavitud contenido en el artículo 6 de la 

Convención, la Corte IDH ha incluido la definición de trabajo forzoso u obligatorio(Caso 

de las masacres de Ituango vs. Colombia, 2006), conforme al corpus iuris internacional 

en dicha materia (OIT, 1930) .De lo cual se puede extraer dos elementos básicos: en 

primer lugar, cuando el trabajo o el servicio se exige “bajo amenaza de una pena”; y en 

segundo lugar, cuando estos se llevan a cabo de forma involuntaria. 

 

Como arriba se indicó, la trata de personas somete a la persona a trabajos de 

servicios o servidumbre. La trata es de este modo una forma de trabajo forzado que se 

le exige a un individuo en contra de su voluntad y casi siempre bajo amenaza o 

engaño. 

 

Ahora bien, respecto del artículo 7 de la Convención American se debe precisar 

que éste tiene dos facetas: la primera entendida como de carácter generar y que 

establece el derecho de todo individuo a la libertad y seguridad personales. Por su  

parte, la segunda faceta de carácter específico es entendida como el conjunto de 

garantías enfocadas a proteger el derecho a no ser privado de la libertad ilegalmente o 

arbitrariamente, al control judicial de la privación de la libertad y la razonabilidad del 

plazo de la prisión preventiva. 

 

El contenido del derecho a la libertad personal para el caso de la trata de menores 

se precisa en el carácter específico de proteger el derecho de los menores a no ser 

privado de la libertad ilegalmente, bien sea por particulares o agentes estatales,  

contemplando a su vez el enfoque especial de los niños: 
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“no puede deslindarse del interés superior del niño, razón por la cual 

requiere de la adopción de medidas especiales para su protección, en 

atención a su condición de vulnerabilidad”. (Caso de los Niños de la Calle 

Vs. Guatemala , 1999).  

 

En suma, la trata de menores es una conducta ilegal atribuible de manera 

contenciosa  por parte de la Corte IDH en los términos de los artículos 6 y 7 de la 

Convención puesto que rompe la resistencia de los menores sometiéndolos a 

trabajos paupérrimos y privándolos de la libertad personal. Circunstancia que debe 

prevenirse por parte de los Estados no limitándose al simple castigo.   

 

2.1.3 La trata de personas vulnera el derecho a las garantías judiciales y al 

recurso efectivo consagrados en los artículos 8 y 25 en relación con el artículo 19 

de la Convención Americana 

La Corte IDH ha señalado que el artículo 8 reconoce el llamado debido proceso 

legal, que abarca las condiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada 

defensa de aquéllos cuyos derechos u obligaciones están bajo consideración 

judicial(Corte Interamericana de Derechos Humanos, 1987). Por su parte el artículo 8 

de la Convención “contiene el conjunto de requisitos que deben observarse en las 

instancias procesales para que pueda hablarse de verdaderas y propias garantías 

judiciales según la Convención (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 1987).  

 

Adicionalmente, la Corte IDH ha señalado que: 

 “el debido proceso debe correlacionarse con los derechos específicos que 

estatuye, además, el artículo 19 de la CADH, de tal forma que se reflejen en 

cualesquiera procesos administrativos o judiciales en los que se discuta algún 

derecho de aquellos”(Caso Instituto de Reeducación del Menor Vs. Paraguay, 

2004).  

 

Por otra parte, la Corte IDH ha entendido que la relación del artículo 25 de la CIDH, 

con los artículos 1.1 y 2 de la misma, se materializa en la obligación para el Estado, de 

diseñar y consagrar normativamente un recurso eficaz, así como la de asegurar la 
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debida aplicación de dicho recurso por parte de sus autoridades judiciales(Caso 

Instituto de Reeducación del Menor Vs. Paraguay, 2004). Dicha efectividad ha sido 

entendida como la  capacidad del recurso para dar el resultado para el cual fue 

previsto(Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam, 2007) (Caso Castañeda Gutman Vs. 

México, 2008). 

 

En este punto, se debe señalar que la vulneración a los derechos enunciados no se 

da por con la conducta ilícita de la trata de menores propiamente dicha, sino que se 

presenta cuando no se incluye en un sistema legal determinado los recursos que 

garanticen de manera preferente los derechos de las víctimas menores.  

 

Razón por la cual se debe contemplar por parte de los Estados un recurso 

adecuado e idóneo, que además de contener medidas prácticas para combatir la 

explotación de los menores frente a todos los aspectos de la trata, permita también 

proteger la privacidad y el aseguramiento de la identidad de las víctimas menores, 

prevaleciendo sus intereses e integridad. El recurso debe  contar con trámite preferente 

frente a  las actuaciones judiciales tradicionales.   

 

Por la naturaleza de la conducta de la trata de menores, el recurso aquí propuesto 

debe además ser impulsado de manera oficiosa por el país que primero tenga 

conocimiento de la conducta paralelamente en los países de origen, tránsito y destino  

a que haya lugar. Se debe asegurar sanciones tanto a los traficantes como a los 

captores. Se trata de un recurso con impulso procesal coadyuvado o impulsado si es el 

caso en varias jurisdicciones.  

 

Cuando se tenga conocimiento de la ocurrencia de una situación relacionada con la 

trata de menores, bien sea por la denuncia de la víctima o por el resultado de una 

investigación, se debe contar con los recursos jurídicos adecuados e idóneos, como 

antes se explicó,  para iniciar la correspondiente investigación y que la misma llegue a 

su fin sin ninguna clase de dilaciones. Téngase presente al respecto que, estas 

investigaciones cuando involucren a niños víctimas de la trata deben adelantarse por 
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parte de los Estados con la mayor celeridad posible ( Comite de Derechos Humanos, 

2005) (Comité de Derechos Humanos, 1984) (ONU, 2005) y contar con asesoramiento 

psicológico para el niño (Comité de Derechos Humanos, 1984).  

 

 

3. LA TRATA DE PERSONAS VULNERA EL DERECHO A LA FAMILIA 

CONSAGRADO EN EL  ARTÍCULO 17 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

 

Por su parte, el artículo 17 de la Convención Americana establece que la familia es 

el elemento natural y fundamental de la sociedad y establece los derechos vinculados a 

la vida familiar, de acuerdo a ello la familia “debe ser protegida por la sociedad y el 

Estado” (Comisión Interamericana, 2001). 

 

El derecho a la protección de la familia en el ámbito internacional tiene tres facetas 

diferenciadas, la primera consistente en la facultad que tienen las personas para crear 

o fundar una familia; la segunda faceta, se muestra en la protección que la ley debe 

otorgar a esta; y la tercera faceta, es aquella concepción de la familia como elemento 

natural y fundamental de la sociedad (Comité de Derechos Humanos , 1990).  

 

La familia puede ser conformada por vínculos naturales o por vínculos jurídicos. Sea 

natural o jurídica la forma en la que se forma el vínculo del niño con su familia, lo 

esencial es que este no falte, pues como lo resalta la Comisión Interamericana.  

“El artículo 17 reconoce el papel central de la familia y la vida familiar, en la 

existencia de una persona y en la sociedad en general. Es un derecho tan 

básico de la CADH que se considera que no se puede derogar aunque las 

circunstancias sean extremas” (Comité de Derechos Humanos , 1990). 

 

Así las cosas, se tiene que al igual que los derechos antes desarrollados desde el 

punto de vista jurídico la trata de menores con fines de explotación sexual, lleva 

consigo, una vulneración al derecho de desenvolverse en una familia sean natural o 

jurídica. La separación obligada de la familia trae consigo la vulneración salvo cuando 
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es la misma familia o parte de la familia quien participa en la materialización de la 

conducta.  

 

En este último supuesto, cuando la trata del menor guarda relación con miembros 

de la familia, se debe  valorar la limitación razonada en términos del interés del menor 

de su derecho a la familia por buscar el aseguramiento de otros de sus derechos.  

 

 

4. LA TRATA DE PERSONAS VULNERA EL DERECHO A LA LIBERTAD 

CONSAGRADO EN EL  ARTÍCULO 22 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

 

La Corte IDH, ha sostenido que la libertad de circulación es una condición 

indispensable para el libre desarrollo de la persona. Además ha establecido, que el 

derecho de circulación y de residencia tiene una doble faceta: 

 

“el derecho de quienes se encuentren legalmente dentro de un Estado a circular 

libremente en ese Estado y escoger su lugar de residencia; y del otro lado, en 

ese derecho de una persona a ingresar a su país y permanecer en él” (Caso de 

la Comunidad Moiwana vs. Suriname, 2005).  

 

De la jurisprudencia citada se tiene que, la trata de personas puede llevar consigo 

una afectación al derecho a la libertad de circulación y residencia de los menores 

siempre y cuando se refiera a su forma externa de materializarse. Es decir que se 

produce con la captación, el trasladados y la explotados dentro de las fronteras de su 

país de origen o con personas que se encentraban de manera legal en el mismo antes 

de la ocurrencia de los hechos(Agencia Internacional para las Migraciones ). 

 

 

  



18 

 

5. LA TRATA DE PERSONAS VULNERA EL DERECHO A LA IGUALDAD ANTE 

LA LEY  CONSAGRADO EN EL  ARTÍCULO 24 DE LA CONVENCIÓN 

AMERICANA 

 

 

La Corte IDH, ha indicado que en función del reconocimiento de la igualdad ante la 

ley se prohíbe todo tratamiento discriminatorio(Corte Interamericana, 1984), de esa 

forma el principio de la no discriminación, junto con la igualdad ante la ley y la igual 

protección de la ley a favor de todas las personas, son elementos constitutivos de un 

principio básico y general relacionado con la protección de los derechos humanos, que 

ha ingresado en el dominio del ius cogens. 

 

Los parámetros frente a este derecho de la CIDH son:  

 

“una distinción implica la existencia de una discriminación cuando: a) hay una 

diferencia de tratamiento entre situaciones análogas o similares; b) la diferencia 

no tiene una justificación objetiva y razonable; c) no hay razonable 

proporcionalidad entre los medios empleados y el objetivo cuya realización se 

persigue” (Informe Marcelino Henríquez y otros vs. Argentina, 2000). 

 

Es preciso aclara que un proceso penal o la aplicación de la ley penal a un 

individuo no es discriminatoria en sí misma, según la jurisprudencia del Comité de 

Derechos Humanos, a menos que se demuestren “circunstancias concretas que ponen 

de manifiesto una política deliberada de trato desigual”(Caso Groot vs. Países Bajos, 

1994). 

 

Por lo tanto, la trata de menores con fines de explotación sexual si puede suponer 

la materialización de una violación al derecho contenido en el artículo 24 de la 

Convención siempre y cuando se demuestre alguno de los parámetros  antes descritos.  
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5.1 La trata de menores con fines de explotación: Ilícito internacional estructural 

que puede llegar a vulnerar la totalidad de los derechos contenidos en la 

Convención 

 

Del  análisis desarrollado hasta este punto sobre la jurisprudencia del Sistema 

Interamericano aplicable al ilícito de la trata, se tiene que de manera general dicha 

conducta afecta el derecho a la integridad personal; a la prohibición de esclavitud y el 

derecho a la libertad personal;  a las garantías judiciales y al recurso efectivo; los 

derechos del niño; el derecho a la familia y al derecho a la igualdad ante la Ley.  

 

Sin embargo,  podemos afirmar que de manera específica, esto es analizando las 

violaciones a la Convención desde un caso en concreto donde los hechos estén 

determinados, se puede tener que dicho ilícito puede llegar a causar afectación en la 

totalidad de derechos contenidos en la misma Convección Americana.  La trata de 

menores contempla 25 variables generadoras de responsabilidad internacional por su 

no observancia o garantía si se plantea desde la Convención Americana.  

 

Es por este hecho que se plantea en el presente artículo que,  la trata de menores 

es un estado de cosas in – convencionales, puesto que puede llegar a afectar la 

totalidad de la estructura de la misma Convención.  

 

Razón por la cual, actualmente es necesario que la trata de menores  ingrese al 

dominio internacional, específicamente en el foro regional  del Sistema Interamericano, 

para que de este modo sea por vía consultiva o contenciosa que los organismos del 

mismo Sistema determinen la pauta de observancia por parte de los países de la 

región, bien sea en actividades de carácter preventivo incluyendo la formación 

educativa o sea por vía de sanción para los Estados.  
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6. VÍCTIMA A LA LUZ DEL SISTEMA INTERAMERICANO: ¿PUEDEN LOS 

MENORES ABUSADOS POR LA TRATA PERSONAS LLEGAR A 

CONSIDERARSE VICTIMAS ANTE LA CORTE INTERAMERICANA POR ESTE 

ILÍCITO?, O POR EL CONTRARIO, ¿NO PUEDEN LOS MENORES DE LA 

TRATA CONSIDERARSE VÍCTIMAS POR ESTA CONDUCTA PUESTO QUE NO 

INGRESA EN LA COMPETENCIA CONTENCIOSA PARA LA CORTE IDH? 

 

 

Ya hemos establecido los elementos fundamentales del ilícito de la trata. Así 

mismo establecimos cuales derechos que se reconocen en la Convención Americana 

en principio pueden llegar a vulnerarse en la trata de personas. Ahora, analizaremos el 

concepto de  victimas desde la perspectiva del Sistema Interamericano, para establecer 

si las víctimas de la trata pueden ser consideradas como tal en los mismos términos.  

 

Sea lo primero advertir que en el Sistema Interamericano, o por lo menos en los 

instrumentos en los que se fundamenta, no existe una definición precisa del término 

víctima. No obstante, desde la doctrina (López, 2005), se elaborado dicho concepto a 

partir del artículo 1 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, que 

dispone lo siguiente: 

 

“Artículo 1.  Obligación Convencional de Respetar los Derechos  

1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 

libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda 

persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de 

raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, 

origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición 

social.  

2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.” 

 

El aparte normativo trascrito permite establecer que por víctima, para los fines del 

presente artículo, podemos entender que es: 
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“toda aquella persona sujeta a la jurisdicción de un Estado, sin discriminación 

alguna, que [hubiere] sido irrespetada en los derechos y libertades que le reconoce 

la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, y demás instrumentos 

interamericanos sobre los que [los] organismos del Sistema (SIC) tengan 

competencia…” (López, 2005).  

 

Aunado a lo anterior, se debe aclarar que en el Sistema Interamericano las víctimas 

no siempre son las titulares de las respectivas indemnizaciones que surgen como 

obligación para el Estado como consecuencia del quebrantamiento de una 

responsabilidad internacional. Es por ello que, ante la Corte IDH, unas son las víctimas 

y otros los titulares de las indemnizaciones, aunque no puede dejarse de lado que, en 

algunos casos, ambas facultades puedan confluir en una misma persona. 

 

Una vez esclarecido lo anterior, a continuación nos referiremos al desarrollo de las 

víctimas que la Corte Interamericana ha estructurado en su jurisprudencia.  

 

 

6.1 Víctimas directas e indirectas 

 

La Corte IDH, al abordar el estudio de la responsabilidad del Estado por violaciones 

de derechos humanos6, ha sido enfática en diferenciar entre la víctima directa de la 

vulneración de los derechos y las víctimas indirectas de la misma. Entendiendo las 

primeras como aquellas personas sobre las que recae directamente la conducta ilegal o 

ilícita del Estado, es decir, aquellas personas que son titulares del bien o los bienes 

jurídicos internacionales que se han visto directamente vulnerados por la omisión o la 

acción de un agente del Estado. 

 

                                                           
6
 Al respecto ver: Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Albán Cornejo y otros. Vs. Ecuador. Fondo 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2007. Serie C No. 171; Corte IDH; Caso Blake Vs. 
Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de enero de 1999. Serie C No. 48;  Corte IDH. Caso Bulacio 
Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de Septiembre de 2003. Serie C No. 100. 
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Ejemplos de ello podrían serlas masacres ocurridas en Colombia que han sido 

objeto de un pronunciamiento de fondo por parte de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, esto es, la masacre de la Rochela( Caso de la Masacre de la 

Rochela Vs. Colombia. , 2007), Ituango (Caso de las masacres de Ituango vs. 

Colombia, 2006) y Mapiripán (Cfr. Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Colombia, 

2005), decisiones en las que se determinó que el Estado fue responsable del daño 

ocasionado sobre un grupo determinado de personas en los que al derecho a la vida 

respecta, es decir, que se encontró que este último vulneró directamente a las víctimas 

el derecho a la vida, entre otros más. 

 

En los casos contenciosos citados la Corte IDH encontró responsable al Estado 

colombiano por la vulneración directa de los bienes jurídicos de los que eran titulares 

las víctimas del caso, es decir, que las conductas que se le imputaron al Estado en 

aquellos casos guardan una relación directa con la vulneración de los derechos que se 

alegan como trasgredidos por las víctimas y no son una consecuencia o derivación de 

las acciones u omisiones en las que se fundamenta el quebrantamiento de la 

responsabilidad internacional del Estado. 

 

No obstante lo anterior, resulta imperioso aclarar que, en la mayoría de casos, la 

vulneración de los derechos de una víctima directa implica la vulneración de los 

derechos de víctimas indirectas, bajo el entendido de que las circunstancias fácticas en 

las que se haya responsable a un Estado por vulneraciones de los derechos humanos, 

por regla general, impactan a los familiares y allegados de las víctimas, quienes son los 

que tienen que padecer el dolor y el sufrimiento que estas conductas generan y, en 

general, las consecuencias de dichas vulneraciones. 

 

En efecto, la Corte IDH ha reconocido esta situación y ha determinado que 

respecto de los familiares de las víctimas de vulneraciones de derechos humanos, se 

debe establecer una presunción iuris tantum, es decir, que debe ser desvirtuada por el 

propio Estado y que consiste en que dicho Tribunal Interamericano presume que la 
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vulneración de los derechos humanos de una persona genera per se la trasgresión de 

los derechos de sus familiares y personas más allegadas (familiares directos). 

 

Al respecto, la Corte IDH anotó: 

“(…) Al respecto, este Tribunal ha estimado que se puede declarar la violación 

del derecho a la integridad psíquica y moral de familiares directos de víctimas de 

ciertas violaciones de derechos humanos aplicando una presunción iuris tantum 

respecto de madres y padres, hijas e hijos, esposos y esposas, y compañeros y 

compañeras permanentes (en adelante “familiares directos”), siempre que ello 

responda a las circunstancias particulares en el caso. Respecto de tales 

familiares directos, corresponde al Estado desvirtuar dicha presunción”. (Caso 

Radilla Pacheco Vs. México, 2009). 

 

Imperioso resulta mencionar que el hecho de que la Corte IDH establezca una 

presunción iuris tantum respecto de los familiares directos de las víctimas de 

violaciones de derechos humanos, no implica que los familiares que no tengan tal 

condición o las personas que no sean familiares no puedan ser considerados como 

víctimas indirectas, puesto que lo que se establece en la jurisprudencia de la Corte es 

que respecto de los familiares directos se presumen vulneraciones de sus derechos 

humanos, sin excluir de dichas trasgresiones a otro tipo de personas como amigos y 

allegados que no son considerados como familia, en el sentido estricto de la palabra. 

 

De conformidad con lo anterior, se puede establecer que en el Sistema 

Interamericano respecto de las víctimas de las reparaciones decretadas como fruto del 

quebrantamiento de la responsabilidad internacional del Estado, existen tres actores 

fundamentales, esto es, la víctima directa, la víctima indirecta y el titular de la 

reparación, quien podrá ser la víctima directa o la indirecta cuando el primero no tenga 

la posibilidad material de recibirla respectiva reparación, entre otras, porque perdió la 

vida o porque se encuentra desaparecido. 
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Lo anterior permite concluir que el criterio de la Corte IDH tiene acerca del 

concepto de víctima es amplio y garantista, en la medida que para determinar el grado 

de responsabilidad internacional del Estado además de la víctima directa de la acción u 

omisión que se imputa al Estado, se deben tener en cuenta todas las personas que de 

una forma u otra se han visto perjudicadas lo que implica, entre otras cosas, el análisis 

integral de cada caso concreto; y por lo tanto, la garantía de una reparación integral de 

los daños que se ocasionan. 

 

De lo anterior se tiene que, una víctima de trata de personas puede ser identificada 

en los términos del Sistema Interamericano como víctima directa que ha soportado la 

conducta; y además puede darse la vulneración de los derechos de víctimas indirectas 

en los términos desarrollados.  

 

Así mismo, bajo el entendido de que las circunstancias fácticas de los hechos 

pueden llegar a impactar a sus familiares y allegados se observa como el análisis de 

cada caso se debe dar para establecer los daños de cada víctima, como para el caso 

de la trata de personas.  

 

 

 

7. VÍCTIMAS COMO SER INDIVIDUAL Y COMO SER COLECTIVO 

 

 

Tal y como se adujo antes el criterio más relevante para la determinación del 

concepto de víctima, y que se pueda aplicar para el caso de victimas de trata de 

personas,  resulta ser la titularidad del bien jurídico que se vulnera con la acción o con 

la omisión del Estado, de forma tal que, cuando el titular del derecho transgredido es 

una sola persona, se entiende que la víctima, en los términos fijados antes, será un ser 

de la especie humana considerado como persona individual, es decir, que se debe 

tener a una sola persona como el sujeto pasivo de la conducta trasgresora del Estado, 

sea por acción u omisión. 
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Por el contrario, cuando el derecho que se ve comprometido por el actuar del 

Estado tiene una titularidad colectiva, tal y como ocurre cuando el derecho a la 

propiedad está en cabeza de una comunidad o de una persona jurídica, la víctima 

necesariamente tendrá que ser considerada como un ser colectivo y no individual y, por 

lo tanto, las respectivas reparaciones deberán obedecer a un enfoque colectivo. 

 

El alcance que la Corte Interamericana ha hecho respecto de las titularidad de los 

derechos que se imputan a los Estado como vulnerados, se encuentra a la vanguardia 

de las exigencias internacionales, tanto así, que, a nuestro juicio, este Tribunal 

actualmente se constituye como el faro jurisdiccional orientador de gran número de 

Cortes Nacionales e Internacionales en lo que respecta a este y a otros temas de gran 

relevancia jurídica. 

 

Lo anterior, se justifica si se tiene en cuenta que la Corte IDH, en su jurisprudencia, 

ha establecido una regla general que garantiza la seguridad jurídica y la estabilidad del 

Sistema Interamericano consistente en que los derechos de naturaleza individual no se 

convierten en colectivos con la simple vulneración masiva del mismo y, además, se 

consagró la posibilidad de aplicar ciertas excepciones, que dependerán de cada 

situación fáctica que sea puesta en conocimiento de la Corte IDH. 

 

 

8. RESPONSABILIDAD BAJO LOS PARÁMETROS DEL SISTEMA 

INTERAMERICANO 

 

 

Para la Corte IDH, la responsabilidad internacional del Estado se produce bien sea 

por no respeto de los derechos contenidos en la Convención, la no garantía de los 

mismos o por la no adecuación tanto del ordenamiento jurídico interno  como de las 

políticas públicas ambos para dar cumplimiento  a la obligación internacionalmente 

adquirida.  En este sentido se ha establecido por el Tribunal que: 
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 “todos los actos u omisiones de cualquier poder u órgano de este, 

independientemente de su jerarquía, que violen la Convención Americana 

genera en forma inmediata el hecho ilícito internacional atribuido al 

Estado(Cfr. Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Colombia, 2005).  

 

Así mismo ha considerado el mismo Tribunal Internacional que aquellos actos que 

inicialmente no resulte directamente atribuible a un Estado por ser obra de un particular 

o por no haberse identificado los responsables, puede acarrear la responsabilidad 

internacional del mismo Estado, no por el hecho en sí mismo, sino por la falta a la 

debida diligencia para prevenir la situación o para tratarla en los términos requeridos 

por la Convención( Caso 19 Comerciantes vs. Colombia, 2004), en lo que se ha 

denomina la falta a la debida diligencia.  

 

De esto último, se puede desprender la fuente del riesgo atribuible a un Estado 

frente al hecho ilícito de la trata de personas. Faltara demostrar el conocimiento por 

parte del Estado del hecho y aun así la negativa en el mismo para realizar acciones 

que estando  a su alcance pudiese evitarlo.  

 

De esta teoría de responsabilidad desarrollada por la Corte, ha desprendido que, 

los Estados comprometen su responsabilidad cuando crean o conocen una situación de 

riesgo y pudiendo evitarla por los medios razonables que a su alcance tiene no lo 

hagan. Podría ocurrir cuando permite o tolera la prostitución con menores o 

simplemente es aquiescente con la práctica de la misma. Falta a la debida diligencia 

cuando ha creado o permitido la situación y se corrobora que ha tenido conocimiento 

que existen sitios en donde se adelanta esta práctica de prostitución que relaciona 

menores. La debida diligencia de un Estado creador o tolerante con una situación de 

riesgo, como lo es la prostitución de menores, se observa con su falta al deber de 

supervisar la misma. 

 

Ahora bien, para que un Estado sea responsable internacionalmente por dicha 

situación, como antes se explicó, no se requiere en el marco del Sistema 
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Interamericano, a diferencia del derecho penal internacional, determinar la culpabilidad 

de los autores, ni identificar individualmente a quienes se atribuyen los hechos 

violatorios; es suficiente la demostración de que ha habido apoyo efectivo u omisiones 

o tolerancia del poder público en la infracción de los derechos reconocidos en la 

Convención (Cfr. Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Colombia, 2005). 

 

Se plantea en el presente artículo que, para graduar la responsabilidad de un 

Estado por hechos de terceros relacionados con la trata de personas en los términos 

del Sistema Interamericano, se debe observar que: 

 “el carácter erga omnes de las obligaciones de garantía a cargo del Estado, no 

implica una responsabilidad ilimitada de los Estados frene a cualquier acto o 

hecho de los particulares, pues deberes de adoptar medidas de prevención y 

protección de los particulares de sus particulares entre sí, se encuentran 

condicionados al conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato para 

un individuo o grupo de individuos determinados y a la verificación de las 

posibilidades razonables de prevenir o evitar ese riesgo” (Caso de la Masacre 

de Pueblo Bello vs. Colombia. , 2004).  

 

De lo cual se tiene que, aunque un hecho o acto de un particular que tenga como 

consecuencia la violación de la integridad de un menor en los término de la 

Convención, tal y como ocurre con la trata de menores, aquel, no es automáticamente 

atribuible al Estado. Debe además haber un nexo de causalidad entre acción u omisión 

alguna del Estado con el resultado antijurídico, es decir, las violaciones a la integridad 

del menor.  

 

Un Estado se hace responsable internacionalmente por actos imputables a 

terceros, siempre y cuando se esté frente a una de las situaciones descritas en la 

jurisprudencia de la Corte IDH, lo cual implica que el Estado sea el creador de un tipo 

de riesgo (Cfr. Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Colombia, 2005) por medio del 

cual se hayan desarrollado las actividades delictivas (puede suceder cuando el Estado 

por razones culturales permite en su territorio la prostitución y en desarrollo de la 
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misma se involucran menores); o bien, sea tolerante o aquiescente (Caso de las 

masacres de Ituango vs. Colombia, 2006) con estas actividades que efectivamente 

afectan la integridad de los menores (puede suceder cuando un Estado es aun 

teniendo un legislación que prohíbe y castiga la prostitución omite la implementación de 

medidas de carácter positivo en procura de prevenir la ocurrencia de dicha conducta).  

 

 

9. NECESIDAD DE AGOTAMIENTO DE LOS RECURSO INTERNOS, EXCEPCIÓN  

PARA LAS VICTIMAS 

 

Del Artículo 46.1 y del Preámbulo de la Convención Americana se desprende la 

naturaleza coadyuvante o complementaria del Sistema Interamericano. La propia Corte 

IDH ha señalado que, los peticionarios deben, previamente a que una instancia 

internacional conozca  acudir a las autoridades nacionales, dándoles la oportunidad a 

estas últimas de resolver los hechos denunciados en su sistema interno de 

administración de justicia ( Caso Manuel Tejeda Ruelas vs. México , 2010). 

 

Sin embargo, del mismo artículo 46 de la Convención se desprende la excepción a 

la regla general propuesta de acudir primero en sede interno solo en los supuestos que:  

a. No exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal 

para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados;  

b. No se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los 

recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y  

c. Haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 

d. Uno más de origen jurisprudencial: daño grave (Caso Valle Jaramillo Vs Colombia, 

2011). 

 

Es por esta razón que las presuntas víctimas deben haber agotado todos los 

recursos de la jurisdicción interna antes de acudir ante al Sistema Interamericano 

atendiendo a que su inobservancia generaría que el Estado demandado reclamara la 
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improcedencia de la petición en términos excepción preliminar de falta de agotamiento 

de los recursos internos.  

 

Al respecto, la Corte IDH ha considerado que se hace necesario verificar los 

presupuestos formales y materiales para que proceda una excepción preliminar de falta 

de agotamiento de los recursos internos(Caso Vélez Loor Vs. Panamá, 2010), criterios 

que han sido establecidos por el mismo Tribunal (Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha 

do Araguaia) Vs. Brasil. , 2010) y por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Caso 

López Ostra vs. España, 1994).  

 

La trata de personas puede presentarse de dos formas: interna y externa. La 

primera se caracteriza porque el proceso de captación, traslado y la explotación de la 

víctima se da dentro de las fronteras de un país determinado (Agencia Internacional 

para las Migraciones ). En este supuesto, el trámite de denuncias señalado tanto en la 

Convención Americana7 como en el Reglamento de la Comisión Interamericana8 al 

parecer no se encuentra dificultad o complejidad jurídica en su aplicación respecto de 

la trata de personas con fines de explotación sexual de manera interna.  

 

Sin embargo, no parece ocurrir lo mismo en la aplicación de dicha normativa 

cuando se torna en manera externa. Aquí, donde la captación ocurre en el país de 

origen o residencia de la víctima y la explotación en un país diferente9, es decir dos 

Estados podrían incurrir en responsabilidad por un mismo caso uno donde se capta y 

otro donde se materializa la conducta delictiva. Se presenta lo que hemos denominado 

necesidad en duplicidad de procedimientos ante organismos de jurisdicción interna. 

 

Téngase presente que como se explicó anteriormente, quien alegue ser víctima 

debe haber agotado todos los recursos de la jurisdicción interna antes de acudir ante el 

                                                           
7 Convención Americana sobre Derechos Humanos, Capítulo VII, Sección 3. Artículos 44 a 47, Sección 4. Artículos 
48 a 51.    
8
 Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Título II, Capítulos I, II,  III y IV, Artículos 23 a 

57. 
9
 Agencia Internacional para las Migraciones, Óp. Cit 9. 
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Sistema Interamericano10. Sin embargo, si se contempla la estructura del delito de la 

trata de menores en su plano externo, se tendrá que es una clase de conducta que 

puede involucrar a más de un Estado y si lo que se pretende es precisamente buscar 

un enjuiciamiento total abra que manejar del mismo modo más de una jurisdicción.  

 

Al respecto, en el presente artículo se considera que dicha dificultad se podría 

superar de dos maneras: 

a. Con la implementación del recurso propuesto líneas arriba, esto es un recurso que 

por su naturaleza y carácter prioritario traiga consigo la obligación del Estado que 

conoce por vez primera de la conducta de dar inicio de manera formal ante 

cualquier otro Estado relacionado las investigaciones pertinentes por medio de una  

denuncia. 

b. Dando aplicación al contenido del artículo 46.2 de la Convención, en términos de 

manejar el tema como excepción para quien alegue ser víctima de esta conducta. El 

Estado no podría darse por no obligado y su conocimiento de la causa debe llevarse 

de manera oficiosa y paralelamente con el caso ante el Sistema Interamericano.     

 

En ambos casos se puede presentar un paso de tiempo considerable. La 

complejidad del asunto se centra en dos incógnitas: ¿en cuál de los dos Estados se 

deben cumplir los requisitos señalados en el artículo 46.1 parágrafos a) y b) de la 

Convención Americana11? Si la respuesta no es en los dos, ¿Qué pasara con la 

posibilidad de conocer los hechos por parte la administración de justicia del Estado 

cuyos recursos no hayan sido escogidos agotar por parte de la presunta víctima? y 

¿Cuál será el grado de responsabilidad en el ilícito  del Estado no escogido? 

 

Las complejidades referidas, permiten también señalar la posibilidad que tendría el 

Estado escogido por parte de la víctima, en términos de defensa, para argumentar la 

necesidad de hacer comparecer al Estado faltante; puesto que, la responsabilidad 

                                                           
10

 Análisis tendiente a verificar los presupuestos formales y materiales que tienen que darse para que proceda una 
excepción preliminar de falta de agotamiento de los recursos internos interpuesta por un Estado. 
11

 Requisitos procedimentales: interponer y agotar los recursos de jurisdicción interna existentes en cada Estado y 
dentro del plazo de seis meses por parte de la víctima o los representantes de la misma.      
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podría ser compartida o atribuible a ambos. Es decir, probar a la Comisión 

Interamericana la existencia de una práctica sistematizada de trata externa de 

personas al interior de un Estado, en términos de la Convención y en la evolución 

presentada en materia en el Sistema Interamericano, conllevaría necesariamente tener 

que adelantar conjuntamente las acciones en más de un Estado. Lo cual en factores de 

tiempo reclama mucho de éste12.  

 

 

CONCLUSIONES 

 

 

 Para prevenir y sancionar la trata de menores se debe contar con el recurso jurídico 

adecuados e idóneos que permita dar inició a la correspondiente investigación; y 

que además, permita que la misma investigación llegue a su fin sin ninguna clase 

de dilaciones. Téngase presente al respecto que, estas investigaciones cuando 

involucren a niños víctimas de la trata deben adelantarse por parte de los Estados 

con la mayor celeridad posible. 

 La trata de personas, es un fenómeno sociológico que influye en el plano político, 

social, jurídico, ético y económico. Por tal razón la respuesta no basta limitarla a la 

adopción de medidas de carácter jurídico. Es un aspecto relevante, más no 

determinante.  

 La Corte Interamericana no puede llevar a graduar la responsabilidad internacional 

de un Estado a la luz de la Convención, ni de ningún instrumento sobre el cual 

ejerce función contenciosa, por el ilícito de la trata de personas; más si puede, 

determinar responsable a un Estado por respeto y garantía sobre hechos de trata 

de menores que vulneran derechos protegidos por la misma Convención 

Americana. 

                                                           
12

 Se podría plantear la hipótesis que, una presunta menor victima que comenzó siendo un migrante voluntario en 
busca de mejores oportunidades en otro país, pero que se convirtió  en víctima de trata de menores con fines de 
explotación sexual al llegar al país de destino. En este caso y escogiendo acudir la presunta menor victima a la 
administración de justicia de su país de origen, podría conducir a la necesidad del replanteamiento del sujeto 
internacionalmente atribuible del hecho ilícito, puesto que la prevención en materia no se debe realizar de manera 
individual sino conjunta por parte de los Estados. 
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 Conforme con los desarrollos jurisprudenciales dados en el Sistema Interamericano, 

la trata de menores de manera general reviste violaciones a los derechos 

consagrados en la Convención Americana, específicamente al derecho a la 

integridad física, síquica y moral; a la prohibición de la Esclavitud; al derecho a las 

garantías judiciales y de recursos efectivos; a la protección de familia;  a la libertad 

de circulación y residencia; y a la igualdad ante la ley. De manera específica la 

trata de menores, se debe analizar las violaciones a la Convención solo a partir de 

un caso en concreto donde los hechos estén determinados.  

 Desde este último enfoque – especifico-  la trata de menores se contemplar como  

un estado de cosas in – convencionales, puesto que puede llegar a afectar la 

totalidad de la estructura de la misma Convención. 

 Los hechos en los que se desenvuelven la trata de personas son automáticamente 

atribuible al Estado. Las víctimas directas e indirectas de los mismos tendrán 

derecho a la correspondiente reparación en los términos del Sistema Interamericano 

de probarse la responsabilidad del Estado.  

 Para demostrar la responsabilidad del Estado por hechos relacionados con la trata 

de personas, bastará la prueba de contexto cuando exista el mismo. Cuando no 

exista contexto, y sin desconocer todos los demás medios probatorios que le 

asisten al Estado para su defensa, bastará para la victima la demostración de 

producción de daños y perjuicios en su integridad.   

 La mayor preocupación desde el punto de vista jurídico que actualmente afronta la 

trata de menores en el marco del Sistema Interamericano es, precisamente la 

disyuntiva de afrontar un caso con dos Estados presuntamente responsable, uno 

receptor y otro productor en principio de los hechos delictivos. Exigir el agotamiento 

de los recursos existentes en uno y  otro Estado, será contrario a los derechos que 

le asisten a las víctimas atendiendo su condición.  La trata de menores trae consigo 

la excepción a la regla general en términos del artículo 46.2 de la Convención 

Americana.  

 Se debe implementar por parte de los Estados un recurso especial o especializado 

para afrontar la problemática de la trata de menores. Un recurso de  carácter 

prioritario que traiga consigo la obligación del Estado que conoce por cualquier 
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medio y por vez primera de la conducta ilícita de dar inicio en sede interna incluso 

de manera oficiosa y además de manera externa también dar inicio  ante cualquier 

otro Estado relacionado con la conducta.  

 Frente a la trata de menores con fines de explotación sexual, surgen para el Estado 

obligaciones especiales, reforzadas e inminentes derivadas no solo de las 

Constituciones, sino también de los tratados internacionales sobre Derechos 

Humanos. A la luz de estas obligaciones reforzadas se deben adoptar, con la 

debida diligencia, medidas de prevención y protección. Es entonces especialmente 

el Sistema Interamericano para el caso de la Región, el que permite establecer 

dichas obligaciones del Estado para la previsión de violaciones de Derechos 

Humanos. 
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